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ESTADO INDEPENDIENTE, LIBRE Y SOBERANO 
DE COAHUILA DE ZARAGOZA
PODER LEGISLATIVO

“2016, Año de la Lucha Contra la Diabetes”
	



Iniciativa con proyecto de Decreto por el que se deroga el último párrafo del Artículo 55, se adiciona el Artículo 55 bis y se modifican la fracción I del Artículo 69 y los Artículos 63, 68 y 70 de la Ley de Ejecución de Sanciones Penales y Reinserción Social para el Estado de Coahuila de Zaragoza.

· Mediante la cual propone suprimir el beneficio de libertad preparatoria a los sentenciados por el delito de violación.

Planteada por el Diputado Shamir Fernández Hernández, del Grupo Parlamentario “Gral. Eulalio Gutiérrez Ortiz”, del Partido Revolucionario Institucional, conjuntamente con las demás Diputadas y Diputados que la suscriben.

Fecha de Lectura de la Iniciativa: 18 de Mayo de 2016.

Turnada a la Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia.

Fecha del Dictamen: 

Decreto No. 
Publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado:
INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE REFORMAN DIVERSAS DISPOSICIONES DE LA LEY DE EJECUCIÓN DE SANCIONES PENALES Y REINSERCIÓN SOCIAL PARA EL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, PUBLICADA EN EL PERIÓDICO OFICIAL, EL 20 DE NOVIEMBRE DE 2012, QUE PRESENTA EL DIPUTADO SHAMIR FERNÁNDEZ HERNÁNDEZ, DEL GRUPO PARLAMENTARIO “GRAL. EULALIO GUTIÉRREZ ORTIZ”, DEL PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL, CONJUNTAMENTE CON LAS DEMÁS DIPUTADAS Y DIPUTADOS QUE LA SUSCRIBEN.
H. PLENO DEL CONGRESO DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA.
P r e s e n t e.- 
El que suscribe Diputado Shamir Fernández Hernández, DEL GRUPO PARLAMENTARIO “GRAL. EULALIO GUTIÉRREZ ORTIZ”, del Partido Revolucionario Institucional, conjuntamente con las demás Diputadas y Diputados que la suscriben, en ejercicio de la facultad legislativa que me confieren el artículo 59 fracción I de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, así como los artículos 21 fracción IV, 152 fracción I y demás aplicables de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, en mi carácter de Diputado Integrante de la Sexagésima Legislatura de este Honorable Congreso del Estado, me permito someter al mismo:
INICIATIVA DE DECRETO POR EL QUE SE REFOMAN DIVERSAS DISPOSICIONES DE LA LEY DE EJECUCIÓN DE SANCIONES PENALES Y REINSERCIÓN SOCIAL PARA EL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, PUBLICADA EN EL PERIÓDICO OFICIAL, EL 20 DE NOVIEMBRE DE 2012, DE ACUERDO CON LA SIGUIENTE:
EXPOSICIÓN DE MOTIVOS
Las reformas constitucionales mediante las cuales se implementó la modernización del sistema de justicia en nuestro país, trae consigo numerosas garantías procesales a favor de la víctima que le permitirán gozar de una mayor certeza jurídica, con igualdad procesal para quienes han sido transgredidos en las diversas variantes de su integridad como son, la física, moral o patrimonial. Dichas reformas establecen un proceso acusatorio con nuevas reglas, modificándose en forma sustancial la naturaleza del proceso penal en beneficio de la víctima u ofendido; reglas en las cuales se privilegia el acceso a la justicia restaurativa, la cual tiene como finalidad principal, reestablecer la paz social; cobrando relevancia como ya se dijo, la participación de la víctima u ofendido, además del inculpado y la sociedad en la solución del conflicto penal.

A pesar de los beneficios que el nuevo sistema penal ofrece a favor de la víctima y la protección de los derechos humanos del trasgresor de las normas penales, es evidente que, por la gravedad de los delitos cometidos, el infractor de la ley penal será sancionado por los órganos judiciales con la imposición de una pena privativa de la libertad, la cual deberá ser cumplida en los centros que son construidos para dichos fines. El artículo 18 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, instituye un sistema penitenciario basado en el principio de reinserción social, que consiste en un conjunto de derechos y criterios de justicia penitenciaria, fundados en los derechos humanos del sentenciado, en el que se reconoce a la delincuencia como un problema social y no individual, de suerte que el fin de la prisión cambia radicalmente, pues ya no se intentará readaptar, sino regresar al sujeto a la vida en sociedad, a través del trabajo, la capacitación para éste, la educación, la salud y el deporte, que fungen como herramientas y motor de transformación, tanto del entorno como del hombre o mujer privados de su libertad. En este contexto, el derecho a la readaptación social se encuentra tutelado por el artículo 5.6 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, el cual reconoce tal exigencia como finalidad esencial de las penas privativas de la libertad.  
Todo gobernado, tiene derecho además de la garantía de acceso a la justicia la cual debe ser administrada por tribunales, también a la certeza de vivir en un estado constitucional de pleno derecho en el que se tiene pleno acceso al beneficio de los derechos civiles, políticos, económicos, sociales y culturales;  si bien, el proceso de readaptación social busca ajustar la conducta del delincuente a la norma social prevaleciente, que el infractor de la norma penal vuelva a observar el comportamiento que siguen los integrantes de la sociedad a la que pertenece, lo cierto es también que por la naturaleza del delito muchos sentenciados deben permanecer cumpliendo la totalidad de la sanción impuesta, sin que exista el otorgamiento de beneficios penitenciarios que les permita únicamente cumplir en forma parcial la pena impuesta. 
No podemos dejar de mencionar las acciones realizadas para proteger a nuestras mujeres con la creación de nuevos ordenamientos y reformas a diversos ordenamientos aprobadas por esta Legislatura, cuerpos normativos que pretenden se desarrollen en una vida libre de violencia; si bien se han realizado acciones de carácter preventivo, no podemos pasar por alto las agresiones que han tenido en nuestra entidad  con  desenlace en la comisión del delito de feminicidio y que han impactado a nuestra entidad, este es un delito de odio y el sujeto activo del mismo debe por ende tener una sanción ejemplar al igual que quienes cometen el delito de violación en sus diversas modalidades por el tipo de interés que lesiona.

Atendiendo a lo anterior, la presente iniciativa pretende eliminar el último párrafo el artículo 55 y su contenido referente a las delitos previstos en la Ley General para Prevenir, Sancionar y Erradicar los Delitos en Materia de Trata de Personas y para la Protección y Asistencia a las Víctimas de estos Delitos, así como en la Ley General Para Prevenir y Sancionar los Delitos en Materia de Secuestro, Reglamentaria del artículo 73, fracción XXI, párrafo primero, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, párrafo que será trasladado en su integridad al artículo 55 BIS, dispositivo que se propone adicionar.

En el artículo 55 BIS se contienen los delitos que de acuerdo a la gravedad de los mismos y al bien jurídico afectado, se considera que, a los sentenciados por los mismos se deben exceptuar del otorgamiento de beneficios penitenciarios contenidos en la ley como lo son la preliberación, la remisión parcial de la pena y la libertad preparatoria. 

En la redacción actual del ordenamiento que se pretende reformar, se contempla la improcedencia de otorgar los beneficios a quienes se encuentran sentenciados por los delitos de  homicidio calificado o agravado, o bien cometido contra periodistas, militares o elementos de alguna corporación policiaca, terrorismo o asociación delictuosa; en el caso del delito de violación, se puede acceder al otorgamiento del beneficio de libertad preparatoria al haber cumplido el sentenciado al menos cuatro quintas partes de la pena privativa de la libertad impuesta; siendo el delito de violación y sus diversas modalidades uno de los delitos por los cuales se pretende que el sentenciado compurgue la totalidad de la pena privativa de la libertad que le haya sido impuesta por el órgano jurisdiccional en prisión, al igual que los sentenciados por los delitos de desaparición de personas, trata de personas, menores e incapaces, feminicidio y demás  homicidios por razón del parentesco. 
Se modifica además la fracción I del artículo 69 con la finalidad de suprimir el beneficio de libertad preparatoria al sentenciado por el delito de violación como ya se mencionó anteriormente. 
El proyecto de ley tiene como objetivo equilibrar las funciones del Estado de protección a la sociedad, con el propósito de inhibir actos delictivos con firmeza y pleno respeto a los derechos humanos de la colectividad, todo delito afecta la seguridad y tranquilidad de las personas principalmente cuando los sujetos pasivos son menores de edad o personas incapaces, lo anterior principalmente por el impacto que todas las conductas delictivas ya señaladas en la presente, tienen en la afectación a la seguridad como bienes jurídicos protegidos. 
Por lo que, con fundamento en lo dispuesto por el artículo 59 Fracción I de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, así como por los artículos 21 fracción IV, 152 fracción I y demás aplicables de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, se presenta ante este H. Congreso del Estado, el siguiente:
PROYECTO DE DECRETO
ÚNICO. – Se suprime el último párrafo del artículo 55, se adiciona el artículo 55 bis y se modifican la fracción I del artículo 69 y los artículos 63, 68 y 70 de la Ley de Sanciones Penales y Reinserción Social para el Estado de Coahuila de Zaragoza, publicada en el Periódico Oficial el 20 de noviembre de 2012, para quedar como sigue:

Artículo 55. Beneficios de libertad anticipada

Corresponde al juez de ejecución otorgar los beneficios de libertad anticipada, después de la sentencia ejecutoria, siendo éstos los siguientes:

I.
Tratamiento preliberacional;

II.
Remisión parcial de la pena;

III.
Libertad preparatoria.

Artículo 55 BIS.- Improcedencia de los beneficios de libertad anticipada.

No tendrán derecho a los beneficios que se establecen en el artículo anterior, o cualquier otro que implique reducción de la condena, los sentenciados por los delitos que se contienen en los siguientes artículos del Código Penal para el Estado de Coahuila de Zaragoza.

I.- Terrorismo, del artículo 188.

II.- Desaparición de persona, contenido en el artículo 212 bis. 

III.- Asociación delictuosa, del artículo 272. 

IV.- Trata de personas, menores e incapaces, del artículo 307.

V.- Homicidio calificado, previsto en el artículo 336.

VI.- Equiparado al delito de homicidio calificado, del artículo 336 Bis.

VII.- Feminicidio, del artículo 336 bis 1.

VIII.- Parricidio, matricidio, filicidio, uxoricidio, fratricidio y otros homicidios por razón del parentesco o relación, previsto en el artículo 355.

IX.- Infanticidio.

X.- Violación, del artículo 384.

XI.- Equiparado a la violación, del artículo 386.

XII.- Violación impropia por instrumento o elemento distinto al natural, del artículo 388 y; 

XIII.- Acceso carnal violento y violación con resultado de muerte o lesiones, contenido en el artículo 388 bis.

Respecto a los sentenciados por los delitos previstos en Ley General para Prevenir, Sancionar y Erradicar los Delitos en Materia de Trata de Personas y para la Protección y Asistencia a las Víctimas de estos Delitos, así como en la Ley General Para Prevenir y Sancionar los Delitos en Materia de Secuestro, Reglamentaria del artículo 73, fracción XXI, párrafo primero, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, se estará a lo previsto en esas leyes.

Artículo 63. Casos de improcedencia

No procederá la preliberación cuando el delito por el que se le sancionó al sentenciado sea de los contemplados como de prisión preventiva forzosa en la ley, o sea algún de los que  se refiere el artículo 55 BIS de la presente ley, sin perjuicio de que, en su caso, se le apliquen las disposiciones relativas a la modificación de la pena por incompatibilidad con la sanción, previstas en esta ley.

Artículo 68. Improcedencia de la remisión parcial

No procederá la remisión parcial de la pena cuando el sentenciado sea reincidente dentro de los términos fijados en el Código Penal, de alguno de los delitos contemplados como de prisión preventiva forzosa en la ley, o bien se encuentre compurgando la pena por uno o más de los delitos a que se refiere el artículo 55 BIS de la presente ley sin perjuicio de que, en su caso, se le apliquen las disposiciones relativas a modificación de la pena por incompatibilidad con la sanción, previstas en esta ley.

Artículo 69. Libertad preparatoria

La libertad preparatoria se otorgará al sentenciado ejecutoriadamente que haya sido condenado por delitos que le permitan la concesión de este beneficio, previo cumplimiento de los siguientes requisitos: 

I. Que haya cumplido las tres quintas partes de la pena de prisión impuesta en delitos dolosos o la mitad de la pena tratándose de delitos culposos.
       II a VIII…….

Artículo 70. Casos de improcedencia de la libertad preparatoria

No procederá la libertad preparatoria cuando el sentenciado se encuentre compurgando la pena por uno o más de los delitos a que se refiere el artículo 55 BIS de la presente ley, sin perjuicio de que, en su caso, se le apliquen las disposiciones relativas a modificación de la pena por incompatibilidad con la sanción, previstas en esta ley.

ARTÍCULOS TRANSITORIOS

ARTÍCULO PRIMERO. - El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación el Periódico Oficial del Gobierno del Estado. 
ARTÍCULO SEGUNDO. - Se derogan todas las disposiciones que se opongan al presente Decreto. 
Dado en la sede del Congreso del Estado de Coahuila de Zaragoza el día dieciocho de mayo de 2016.

ATENTAMENTE

Por Grupo Parlamentario “Gral. Eulalio Gutiérrez Ortiz” del Partido

Revolucionario Institucional

DIP. SHAMIR FERNANDEZ HERNANDEZ

LAS DIPUTADAS Y LOS DIPUTADOS INTEGRANTES DEL 

GRUPO PARLAMENTARIO “GRAL. EULALIO GUTIÉRREZ ORTIZ”, DEL 

PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL.

DIP. JAVIER DÍAZ GONZÁLEZ
DIP. LUIS GURZA JAIDAR
DIP. FRANCISCO TOBÍAS HERNÁNDEZ
DIP. ANA ISABEL DURÁN PIÑA

DIP. JOSÉ MARÍA FRAUSTRO SILLER
DIP. JOSE RICARDO SALDIVAR VAQUERA

DIP. MARTHA HORTENSIA GARAY CADENA
DIP. MELCHOR SÁNCHEZ DE LA FUENTE

DIP. LILIA ISABEL GUTIÉRREZ BURCIAGA
DIP. ANTONIO NERIO MALTOS

DIP. VERÓNICA MARTÍNEZ GARCÍA
DIP. MARTHA CAROLINA MORALES IRIBARREN

DIP. SONIA VILLARREAL PÉREZ
DIP. GEORGINA CANO TORRALVA

DIP. IRMA LETICIA CASTAÑO OROZCO

ESTA HOJA DE FIRMAS CORRESPONDE A LA INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE REFORMAN DIVERSAS DISPOSICIONES DE LA LEY DE EJECUCIÓN DE SANCIONES PENALES Y REINSERCIÓN SOCIAL PARA EL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA.
